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MINISTERIO DE JUSTICIA
ORDEN de 4 defebrero de 1987 por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia de la Sección Tercera
de la Sala de Jo Contencioso-Administralivo de la
Audiencia Nacional dictada en el recurso 315.526.
inlerpuestc por don .4nlonio Lara Otero.

Ilmo. Sr.: En el recurso rontencioso-administrativo registrado
con el número 315526 de la Sección Torcera de la Sala de lo
Contencioso-AdministrativD de la Audiencia Nacional. s~o a
instancia de don Antonio Lara Otero contra la desestimactón por
silencio ad~inistrativo del recurso de reposición interpuesto contra
la Resolución de este Ministerio de Justicia de fecha 9 de abril de
1984, sobre imposición de sanción de traslado con cambio de
residencia como autor de una falta muy grave de falta de probidad
moral del"articulo 6, 8 l, del Reglamento de R~men Disciplinario
de los Funcionarios de la Administración Civil del Estado, la
Sección Tercera de la Sala de 10 Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional ha dietado sentencia de 4 de octubre de 1986,
cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos:
Primero.-Que debemos estimar y estimamos parcialmente el

presente recurso número 31 5.S26. interpuesto por la representación
de don Antonio Lara Otero, contra las Resoluciones expresa y
presunta descrita en el primer fundamento de derecho, Resolucio­
nes Que se anulan por ser contrarias al ordenamiento jurídico, en
cuanto imponían al actor la sanción de traslado con cambio de
residencia y, eh su lugar, imponemos al recurrente la sanción de
quince días de pérdida de retribuciones, excepto el complemento
familiar, como autor de una falta de íncumpJimiento de los deberes
y obligaciones del funcionario, prevista en el artículo 7, p), del
Reglamento de 16 de l\8osto de 1969,

Segundo.-No hacemos una expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio, de confonnidad con lo dispuesto
en los artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla
en sus propios ténnmos la expresada sentencia.

Lo que digo a V, L para su conocimiento y efectos,
Madnd, 4 de febrero de 1987,-P, D" el Subsecretario, Liborio

Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Director general de Instituciones Penitenciarias.

RESOLUClON de 16 de febrero de 1987, de la
Dir=ión General de Jos Registro< y del NouuÚldo, en
el recurso gul;Jerruui~o interpueslO por el Procurador de
los Tribunales don Mariano Torija Rodríguez. en
nombre de «Auxiliar de Redes Eléctricas, Sociedad
A-nóni1TUl», con/ro la negativa del Registrador de la
Propiedad de Torrijos a pr¡uticar una anotación
preventiWl de embargo.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Mariano Torija Rodríguez. en
nombre de «Auxiliar de Redes Eléctricas, Sociedad Anónima»,
contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Torrijas a
practicar una anotación preventiva de embargo.

HECHOS

1

El Procurador de los Tribunales don Mariano TOOja Rodriguez,
en representación de «Auxiliar de Redes Eléctricas, Sociedad
AnónimO', formuló demanda y promovió autos en juicio declara­
1ivo ordinario de mayor cuantía, contra la Entidad «MODtajes
Cimar, Sociedad AnóniDlU> Y don Victoriano Lorenzo Arellano.

ejercitándose al efecto la pretensión de que se condenara solidaria­
mente a dichos demanados a _ a la expresada Sociedad actora
el importe de las lelTas de cambio que se reclamaban, de que eJa
aceptante la Sociedad demandada Y avalista don Victoriano
Lorenzo Arellano, más la cantidad a que ascendían los ¡astos del
p<otesto y devolución de las mencionadas 1e1T" de cambio, más los
lOter.... Jesales de aquellas sumas principales, desde la fecha de los
respectivos protestos.

E! día 20 de abril de 1985 se dietó seDlencia por el Juez de
Primera lnstancia de Torrijns, en cuya virtud condenó a los citaclos
demandados al pago de las caDtidade& anterionnente expreaadas
por los conc~: reclamados. 1nslada la ejecución de la citada
sentencia. m ' te escrito del Procurador de la Sociedad deman·
dante, de fecha 3 de mano de 1986, se interesó se ¡ncW:ara
anotación preventiva en el Re¡íSITO de la Propiedad de los
embar¡os causados sobre los inmuebles que se descubrían, Iibrán·
dose al efecto. con fecha 18 de marzo de 1986, el correspondiente
mandamiento por duplicado del señor Regisuador de la Propiedad
de Tolrijos JlllI'l que practicara la anotación preventiva de embar¡n
sobre las fincas que en el mismo .se relacionan.

11

Presentado el <itado mandamiento judicial en el Re¡istro de la
Propiedad de Torrijos, fue calificado con la siguiente nota:

«Denapda la anotación ordenada en el presente mandamiento,
por figurar inscritas las mismas Que el mismo comprende a nombre
de doña Maria Cruz HernáDdez Alonso, ""n carácter privativn, y
no ser la misma demandada, se¡ún ""osta en el propio manda·
miento. No procedería anotación de suspensión. ni aún ca. el
.upuesto de habene sofu:ilado, Torrijns, 15 de abril de 1986,-La
Resisuadora (firma ile¡ible)JO

A la vista de la anterior nota de calificación, la I"'rte actora
inte<esó al Juzpdo de Primera lnstancia de Tornjos que se
adicionara a dicho mandamiento, tal como constaba en el escrito
antes referido de 3 de marzo de 1986, las circunstancias acreditati­
vas de que el cmIito que se peTSeJUÍa a~a documentado en
fecba anterior a la escritura de disoluctón '/ liquidación de la
sociedad de gananciales que el demandado tema con su esposa, que
fue otorpda el 18 de febrero de 1983, y que los inmuebles
embar$ados figuraban inseritos a nombre de aqu~IIa, habi~ndolos
adquindo en tá citada escritura de liquidación de gananciales.

Presentado dicho mandamiento ad,cionado en el Re¡istro de la
Propiedad, fue calificado: teNo procede la práctica de la anotación
preventiva de embaIJo qu~ solicitada en el mandamiento que
antecede, fue ya denepda, pues subsisten las mismas dificultades
de tipo fonoal, en cuanto a su titular re¡istra~ que se hicieron
constar en la anterior nota extendida por esta oficina el 15 de abril
último, sin que se puedan considerar talvadas con el testimonio
lileral del escrito de la parte actora de 7 de mayo pasado; y todo
ello con independencia de las acciones que &la pueda ejercitar
robre nulidad de la escritura de disolución de la sociedad de
gananciales e inscripciones que causó, Tolrijos, 5 de junio de
1986,-La Re¡istradora (firma i1e¡ible,¡"

ID

Don Mariano TOOja Rodri&uez, en nombre de «Auxiliar de
Redes Eléctricas, Sociedad Anónim"", interpuso reculOo I\Ubema.
tivo ""ntra la anterior calificaci~:esó:Que la Ley 17/197S, de
Reforma del Códi¡o Civil y del " de Comercio, de 2de mayo,
ya proclamó en el pénafo 3.0 del artículo 1-322 de aquél que «1as
modifieaciones del ,qimen eeonómic<Hnatrimonial realizadas
constante el matrimonio, no peljudicarán ea ningún caso los
derechos ya adquiridos por tercel'OS»; cIicho prec:epto era una data
consecuencia de lo establecido en el artículo 1.320 (sic) de cIicho
Cuerpo lepl, que lambi~n quedó afectado por la reforma l1evlIda
a <:abo por la citada Ley, terminándose así con el antiguo IÍstema
CODS8l!"'do en dicho anieuIo, anteriormente a la citada modifi..
ción, Que la tefonna l1evlIda a cabo en el Códiso Civil en virtud
de la Ley 11/19&1, de 31 de mayo, SÍJUÍó la misma línea docITinaI
en el artículo 1-317, Que la aplicabilidad en el terreno hipotecario
de los transcritos preceptos ",viles vino articulándose a través del
contenido del artículo 144 del Regllmento Hipotecario, de 14 de
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febrero de 1947, y la modificación introducida por Decreto de 17
de marzo de 1959, promulgados con anterioridad a la reforma del
Código Civil por Ley 1111915, de 2 de mayo. Que dicbo precepto
en su momento no tenia más alcance que lo referente al artículo
1.413 del Código Civil, según la redaccción de la Ley de 24 de abril
de 1958, que se requería J"!flI la enajenación y obltgación a titulo
oneroso de bienes gananciales (»01 el marido. el consentimiento de
la mujer o, en su defecto, autonzación judicial. Que el artículo 144
del Reglamentn Hipotecario, en su anterior redacción establecía
una previsión de anotaciones de embargo sobre los bienes que
fueron de la sociedad de gananciales, una vez disuelta ~ta, que no
podía referi..e al supuesto de disolución que hubiera tenido lugar
con causa de contrato o eseritura de separación de bienes y
cnnsiguiente disolución voluntaria de la sociedad de gananciales,
por la simple razón de que en la fecha de su promulgación, no
previa todavía nuestro Código Civil la posibilidad de modificar el
~men económico matrimonial, des~ de celebrado el matrimo­
nio, modificación que no fue posible hasta la promulgación de la
Ley 17/1975, de 2 de mayo; pern, no obstante, parece que por
razones de analogla podia aplica..e el segundo párrafo del artículo
144 del Reglamento Hipotecario a estos supuestos, aunque se ha
citado olvidando en la aplicación de dicho prec;epto reglamentario,
lo establecido en el artículo 1.323, párrafo 3.·, del Código Civil,
posibilitándose que las modificaciones del ~en matrimonial
perjudiquen de hecho los derechos ya ~utridos por teroeros,
siempre que la demanda sea diri¡ida tamblm onntra el cónyuge
adjudicatario de los bienes; onn lo que en el terreno práctíon, en
muchos casos, por desonnocimiento del acreedor de !\ue se hubiese
llevado a cabo la disolución, _ se veni perjudicado en sus
derechos crediticios por la mera omisión de dirigir la demanda
contra el cónyuge adjudicatario. Que, precisamente por las anterio­
res razones, la doctrina constante de la Dirección General de los
Registros y del Notariado, declarada en la Resolución de 11 de
febrero de 1964, establece que la exigencia del artículo 144 del
R~amento Hipotecario, puede cumpli..e en la pnictica si se
eXl1ende la demanda a la mujer, al solo efecto de darle a conocer
la existencia de la litis y hacer posible la enajenación futura. Esta
doctrina es reiterada por las Resoluciones de 20 de febrero de 1964,
21 Y 24 de febrero, 13 y 18 de abril de 1964 Y 9, 13 Y 14 de
diciembre de 1966. Que en la práctica judicial para poder ser
inscrito los mandamientos de embar¡o sobre los bienes gananciales
pertenecientes a la sociedad conyugal ha-sido suficiente la notifica·
ción del embargo realizado a la esposa del cónyuge demandado.
Que el citado articulo 144 del Reglamento Hipotecario ha sido
modificado en virtud del Real Decreto 3215/1982, de 12 de
noviembre. pero dicha reforma ha seauido los criterios anteriores,
sin tener en cuenta la nueva normativa y sin tan siquiera tener en
cuenta la doctrina de la Dirección General de los Registros y del
Notariado que suavizó la anterior redacción; así pues se sigue el
principio de que la demanda se haya dirigido contra ambos
cónyuges, o al menos, contra el cónyuge a cuyo favor se hayan
inscrito los bienes como consecuencia de la disolución de la
sociedad de gananciales, si éste era el cónyuge deudor; dicho
principio aparecia además ratificado por la doctrina de la Dirección
General de los Registros y del Notanado contenida en las Resolu­
ciones de 6, 10 Y 19 de noviembre de 1981. Que la Resolución
posterior de dicho Centro directivo, de 28 de marzo de 1983,
dis~ue entre la obligación contraida por ambos cónyuges en el
ejercicto de la potestad compartida, la obligación pu~me!'te
personal contraida por uno solo de los esposos y la oblt¡aClón
contraida por uno solo de los cónyu¡es en el ejercicio de los poderes
individuales que sobre la sociedad de pnanciales le reconoce la
Ley. Que la cuestión que se plantea es q,ue la última reforma del
articulo 144 del Reglamento HipoteeaI1o en que se ampara la
calificación de señor Registrador, no ha recosido, en aras de una
mecánica registra!, el principio proclamado en el artículo 1.311 del
Código Civil, y el perjuicio a que se refiere dicho articulo resulta
palpable si se condiciona la proclamación de su ausencia al
cumplimiento de los requisitos procesales, cuando en el espíritu de
la Ley, de lo que se trata es de.cvitar que al amparo de maniobras
con claros fines defraudatorios se produzca dicho perjuicio. Que no
se puede considerar que se pueda hablar de prinClpio de seguridad
de tráfico juridico, cuando dicha seguridad Juridica está continua­
mente padeciendo por causa de las expresadas maniobras fraudu­
lentas que están proliferaodo en este tema de las liquidaciones de
la sociedad de gananciales. Que la conclusión a que debe llegarse
necesariamente es la· nulidad en este extremo de la reforma del
artículo 144 del Reglamento Hipotecario, en virtud de lo estable­
cido en el articulo 28 en relación con el articulo 26 de la Ley de
Régimen Juridico de la Administración del Estado, de 31 de Julio
de 1957, que proclama dicha nulidad de pleno derecho con respecto
a las disposiciones administrativas contrarias a las leyes, y no cabe
duda que el Real Decreto mencionado que lleva a cabo la reforma
del Reglamento Hipotecario es una disposición a~ministrativa
según el párrafo 2.· del artículo 23 de la Ley antes CItada. Que no
obstante, la actual redacción del artículo 144 del. Reglamento

Hipotecario, hay que sostener que son inscribibles las anotaciones
de embargo preventivo de bienes inmuebles ordenados por los
Juzgados o Tribunales en persecución de deudas de la sociedad de
gananciales contraldas antes de su disolución, que hayan de
practicarse sobre aquellos inmuebles que como consecuenCIa de la
liquidación de la sociedad de gananciales hubieran sido adjudica­
dos al cónyuge contra el q,ue no se hubiera dirigido la demanda,
siempre que diChos Juzgados y Tribunales hubieren ordenado la
práctica de la expresada anotación con conocimiento de que los
bienes perseguidos se encuentran ya inscritos en pleno dominio a
favor del otro cónyuge, cual es el caso que nos ocupa, ya que por
encima de cualqwer redacción ~entaria hay que tener en
cuenta lo establecido en el párrafo 3.· del artículo 1.. de la Ley
Hipotecaria, y uno de los efectos claros y terminantes que l'roducen
las inscripciones de bienes detenninados a favor de la socledad de
gananciales es el de la responsabilidad de dichos. bienes por las
deudas y obligaciones contraídas a cargo de los mismos.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, alegó:
Que de los asientos del Re81stro resultó que las fincas objeto del
embargo figuraban inscritas exclusivamente a nombre de doña
Maria Cruz Hemández Alonso, por virtud de eseritura de disolu­
ción de sociedad de gananciales, de fecha 18 de febrero de 1983.
Que las deudas fueron onntraidas por don Victoriano Lorenzo
AreIlano durante la visencia del ~men económico matrimonial
de la sociedad legal de gananciales. Que la nota calificadora está
fundamentada:

1.0 En el principio de tracto sucesivo encamado, entre otros,
en el articulo 20, parrafo 2.·, de la Ley Hipotecaria, y para el caso
de la anotación preventiva de emb8JlO' se reitera en el artículo 140,
párrafo 2.·, inciSO primero, del ROJ!amento Hipotecario.

2.· En el artículo 144 del refendo Reglamento, que exige para
que sea anotab1e en el Registro de la Propiedad el embargo de
bienes comunes durante la visencia de la sociedad conyugal,
incluso cuando uno de los cónyuges aparezca como deudor, deberá
constar que la demanda ha sido diriJida contra ambos cónyuges.

3.· En la doctrina de la Direccion General de los Registros y
Notariado, establecida en las Resoluciones de 6 y 10 de noviembre
de 1981 (sic); y

4.· Én lo establecido en los artículos 18 de la Ley Hipotecaria
y 100 del Reglamento Hipotecario.

V

El ilustrísimo señor Magistrado·Juez de Primera Instancia de
Torrijas informó: Que de tudas las actuaciones obrantes en autos
se infiere que el demandado señor Lorenzo AreUano estaba casado
con doña Maria Cruz Hernández, en las fechas en que avaló las
letras de cambio, cuyo Importe fue objeto de reclamación en los
citados autos. Que el 18 de febrero de 1983, dicho matrimonio
otorgó escritura de liquidación de la sociedad de gananciales. Que
al carecer de bienes el demandado se hizo traba, con indicación de
la representación del ejecutante, en bienes inmuebles que aparecían
inscritos a nombre de su esposa, como bienes privativos, cuyo
título de adquisición fue al series adjudicados en la liquidación de
la sociedad de gananciales. Que doña Maria Cruz Hernández no fue
demandada, constando que tuvo conocimiento del procedimiento,
el 17 de marzo de 1986, a instancia de la parte ejecutante.

VI

El Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid confirmó la
nota del Registrador fundándose en que sólo puede estima..e de
naturaleza ganancial el crédito, cuya ejecución se insta. mediante la
interposición de un juicio declarativo de impugnación de la
liquidación de la sociedad de gananciales, en el que se ~btenga la
declaración de nulidad de la escritura y la cancelacIón de la
inscripción registra! de adjudicación, y ello por aplicación del
artículo 1.402 del Código Civil, en relación a los artículos 1.982 y
siguientes del mismo Cuerpo legal; Yque al no haberse obtemdo la
declaración an~or resulta inexcusable la ap'licación. del principjo
del tracto sucestvo del artículo 20 de la Ley Hipotecana, en relaClon
con el articulo 38 de la misma.

VII
El recurrente 8p!=ló el auto presidencial, manteniéndose ~n. sus

alegaciones y añadiÓ: Que no cabe mantener que para la ef~t1VI~
de la responsabilidad económica sobre los ~:)lenes que habia~ ~l~O
gananciales, tenga el acreedor que acudir a un nuev.o JUICIO
declarativo de impugnación de la liquidación de la SOCiedad de
gananciales, al amparo de 10 prevemdo en los artículos 1.082 Y
1.402 del Código Civil, claramente inaplicables cuando dicha
sociedad ha sido ya Iiquidada. .. Que, por lo tanto, DO es de
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aplicación al supuesto que nos ocupa lo prevenido en el articu.I0 20
de la Ley Hipotecaria en relación con el articulo 38 de la misma:

1.° Porque los bienes adjudicados privativamente a cualquiera
de los cónyuges, procedentes por su liquidación de la sociedad de
gananciales, DO se inscriben nueVamente a favor de.persona
totalmente distinta a aquélla a cuyo favor lo estaban pleVUlmCJ?te.

2.° Porque lo establecido en el articulo 1.317 del Código. CIvil
se impone sobre lo dispuesto. por su pane, por los atados
preceptos hipotecarios, por haber sido promu1gado~ los preceptos
de naturaleza civil posteriormente a aquéllos y col1S1derarse, por lo
tanto, deropdos en 10 que resulten ~ontradietorioscon los precep­
tos civiles, en virtud de lo establecido en el artículo 2, párrafo 2.
° del Código Civil. Que la doctrina contenida en las. Resoluciones
de la Dirección General de los Registros y del Notanado de 6 y lO
de noviembre de 1981, aparece actualmente superada por la
contenida en las Resoluciones de dicho Centro directivo de 28 de
marzo y 15 de abril de 1983. Que parece claro que será la autoridad
judicial que conoce del procedimiento en que se ~claman los
créditos, la única competente para ordenar que ~e dIchas deU~5
responden los bienes que se intepban en la SOCiedad económica.
aunque registralmente es~n ya tnscritos a favor del cónyuge DO
demandado. Que. precisamente, el Juez que conoce de 105 autos, ha
entendido que por tratarse de una deuda contraída duratl;te la
vigencia de la sociedad d,e gananciales ~ a cargo de. la misma,
procede que se ha¡¡a erecuva sobre los bienes ·que la mtegraban,
aunque ya estén mscritos a nombre del cónyuge del deudor
demandado.

1I Y403 del Código Civil). Ahora bien, si la partición está ya
consumada, 10 único que les queda a los acreedores es la lmp~gr:'a­
ción en los términos que la Ley prevé (cfr. arto 403 del CódIgo
Civil). Si del ReJistro resulta que la ~iedad d.e gananci~le~ no sólo
está disuelta 5100 que el patrimomo comun está hquuiado y
partido, los acreedores privativos de un c6n~ge sólo. pueden
embargar los bienes que mtegran el lote o porctón matenal que a
ese cónyuge baya corr~¡>ondidoen la l"':':iClón (a salvo las.poSIbles
acciones de unpu¡naclon de la parUclón que, en su dla podrá
provocar anotación preventiva de demanda).

4. Nos encontramos pues, en el presente ~, ~on un manda­
miento de embargo sobre fincas que aparecen Inscntas a favor de
una persona que según el mismo mandamiento. no es la persona
demanda. procede, pues. la denepción en aplicación de los
principios de tracto sucesivo y legitImación Y. en concreto, de las
prescripciones establecidas en los articulas 20.y 38 de la Ley
Hipotecaria y 140-1.° del Reglamento Hlpotecano.

Esta dirección General ha acordado confirmar el auto apelado.

Lo que. con devolución del expediente original, comunico
a V. E. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid. 16 de febrero de 1987.-El Director general, Mariano
Manin Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid.

MINISTERIO DE DEFENSA

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo
seguido en única instancia ante la Sección Segunda de la Audiencia
Territorial de Madrid, entre partes, de una. como demandante, don
Luis Rolclán Rodríguez, qUien postula por sí mismo, y de otra,
como demandada, la Administración Pública, representada y
defendida por el Abosado del Estado, se ha dictado sentencia con
fecba 27 de abril de 1983 cuya parte dispOllitiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando las causas de inadmisibilidad que
se han alesado por el Abosado del Estado y dando lusar, en parte,
a! recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Procura­
dor don Julian Zapata Díaz, en representación de don Luis Rolclán
Rodríguez; el Procurador don .Francisco Martinez Arenas, en
nombre de don Francisco Romero Martínez y otros relacionados al
principio de esta demanda, y el Letrado don Tomás Garcia Leñn,
en su propio nombre, debemos condenar y condenamos al Patr~
nato de Casas Militares a Que haga entrega a 105 beneficiarios del
25 por lOO del importe obtenido por la venta de los locales
comerciales, sótanos y aparcamientos, una vez deducidas las
cantidades invertidas tanto en su construcción como la correspon·
diente al solar, y desestimando el recurso en todo lo demás,
debemos declarar y declaramos no haber lugar a las demás
peticiones formuladas en los suplicas de las demandas acumuladas,
ni a la anulación de las resoluclOnes impugnadas en cuanto a estos
últimos extremos por ser confonnes al ordenamiento jurídico,
Quedando únicamente anuladas en los puntos que no admiten el
abono del 25 por 100 citado. Todo sin hacer condena en costas.

ASÍ por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley
reguladora de la JwUdiccíón Contencioso-Administrativa de 27 de
diciemb1'C de 1956, Y en U:!O de las facultades que me confiere el
artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982,
de 16 de marzo, dispon¡o que lO cumpla en lIUS propios términ",
la expresada sentencia.

Dios Juarde a vv. EE. muchos años.
Madrid, 9 de febrero de 1987.-Por delegación, el Director

general de Personal, José Enrique Serrano Martíne..

Excmos. SreI. Subsecretario de Def..... y Presidente del Patronato
de Casas Militares.

RJNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulos 392, 403, 1.083, 1.317, 1.365, 1.373 Y 1.410
del Código Civil; 20 y 38 de la Ley Hipotecaria; 140, 1.0; 144, y
166_2.° del Reglamento Hipotecario y las Resoluciones de 6, 10 Y
19 de noviembre de 1981.

l. El Registrador deniega la actuación del mandamiento de
embargo porque las fincas a que afectan constan inscritas como
privativas de la mujer en virtud de adjudicación en la liquidación
~ la sociedad de Il"""nciales disuelta. En el embar¡¡o concurren las
ClI'CunstanCl& SUlwentes:

1.° La deuda reclamada babia sido contraída por el marido,
como avalista de unas letras de cambio, sin que conste en el
mandamiento que la deuda fuera de aquellas de que hayan de
responder los bienes gananciales.

2.° Constaba al interesado, cuando solicitó el embargo en
ejecución de sentencia dietada en juicio declarativo, que las fincas
estaban ya inscritas a nombre de la mujer. la cual nunca fue
demandada si bien si notificada de la existencia del procedimiento,
con posterioridad a la solicitud del embar¡¡o.

2. No constando que de la deuda hayan de resronder los
bienes gananciales, rige el principio establecido en el articulo 1.313
del Código Civil: «cada cónyuge responde con su patrimonio
personal de las deudas \"Opio••• y lri bien este mi.mo precepto
prevé que el acreedor pnvativo puede pedir el embargo de bienes
gananciales concretos, no cabe, para conseguir, una vez disuelta la
sociedad de gananciales, el embar¡o directo de un bien ganancial
concreto, invocar el principio según el cual «1a modificación del
régimen económico matrimonial realizada durante el matrimonio
no perjudicará en nin¡¡ún caso los derechos ya adquiridos por
tercero.,. (arL 1.317 del CódC>' JlUC' los acreedores privati­
vos del marido no tienen el adquirido a embargar bienes
sananciales concretos, ya que del mismo articulo 1.373 del Código
Civil 'e desprende que el que el embargo haya de recaer sobre
bienes sananciales concretos o sobre la parte que al cónyuge deodor
correspondan en el conjunto de 1", bienes gananciales es alJo que
depende de la voluntad del cónyuge del deudor, y que, de eX1stir ya
disolución de la sociedad de gananciales, el embargo sólo es posible
sob1'C la parte que ostente el cónyuge deudor en la sociedad de
sana~ial.., •

3. Una vez .muelta la sociedad de gananciales, cabe, pues, el
embar¡¡o de la parte que al marido deudor oorresponda eo la
sociedad de gananciales, al modo que por deudas privativas de un
heredero cabe el embargo de la parte que al heredero corresponda
en una herencia (cfr. arL 166-1.°_11 Reglameoto Hil'!'teeario).
Téngase en cuenta 'lue las reaIas de la partición y Iiqwdacíón de
herencia ri&en tambiéo en la I,l!!rtíción y Ii'luidación de gananciales
(cfr. art. 1.410 del Código Civil) y según ellas para la determinación
del lote de bienes que corresponde a cada coheredero (o, por tanto
a marido JI. mujer en la partición de ",nanciales) no es necesaria la
intervenClón de los acreedores privauvos. Estos pueden, >i quieren,
intervenir a su costa en la parI1ción para evitar que ésta se basa un
fraude o perjuicio de sus derechos (cfr. arL 1.083 del Código Civil)
y opOnerse a la división que se hasa sin SU concurso (cfr. arts. 392-
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